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RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de abril de 2021. 

Comparece ante nosotros el Sr. Reynaldo Montero García 

(Peticionario) mediante recurso de certiorari en el que solicita la 

revisión de un dictamen emitido el 17 de febrero de 2021 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Superior de Ponce (TPI).  

Mediante la referida determinación, el TPI denegó una solicitud para 

obtener una modificación de sentencia presentada por el 

peticionario.   

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos la expedición del auto. 

I 

Según surge del expediente, el señor Montero García se 

encuentra recluido en la Institución Correccional Guerrero en 

Aguadilla, cumpliendo una sentencia de 15 años, luego de que el 

TPI aprobara una alegación preacordada mediante la cual se declaró 
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culpable por una infracción al Artículo 133 del Código Penal de 

2012.1   

El 11 de febrero de 2021, el señor Montero García presentó 

ante el foro primario, por derecho propio, una solicitud de 

modificación de sentencia. Adujo que se debía aplicar el principio de 

favorabilidad a su sentencia, a tenor con lo dispuesto en la Ley Núm. 

246-2014.2  Alegó que dicha Ley enmendó el Código Penal de 2012 y 

redujo la pena para el delito por el cual cumple su sentencia a 10 años 

de reclusión.  

Atendida su solicitud, el TPI emitió el siguiente 

pronunciamiento: 

SIN LUGAR. La Ley 246-2014 no enmendó el Art. 133 del 
Código Penal del año 2012 para reducir la pena.  Por el 
contrario, añadió una pena accesoria de restitución, 
salvo que la víctima renuncie a ello.  

 

Inconforme, el señor Montero García acudió ante nosotros 

mediante un recurso de certiorari y señaló que el TPI cometió el 

siguiente error: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DECLARAR NO HA LUGAR LA SOLICITUD 
DE RESENTENCIA DEL AQUÍ PETICIONARIO, 

VIOLENTANDO EL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD. 
 

 
1 El mencionado artículo dispone, en lo pertinente, lo siguiente: 

 

Art. 133 del Código Penal de 2012 (Actos lascivos) 

 

Toda persona que a propósito, con conocimiento o temerariamente, sin 
intentar consumar el delito de agresión sexual descrito en la sec. 5191 de este 

título, someta a otra persona a un acto que tienda a despertar, excitar o 

satisfacer la pasión o deseos sexuales del imputado, en cualquiera de las 

circunstancias que se exponen a continuación, será sancionada con pena de 

reclusión por un término fijo de ocho (8) años, más la pena de restitución, 

salvo que la víctima renuncie a ello: 
… 

(f) Si el acusado tiene una relación de parentesco con la víctima, por ser 

ascendiente o descendiente, por consanguinidad, adopción o afinidad, o 

colateral por consanguinidad o adopción, hasta el tercer grado, o por 

compartir o poseer la custodia física o patria potestad. 
… 

Cuando el delito se cometa en cualquiera de las modalidades descritas 

en los incisos (a) y (f) de esta sección, o se cometa en el hogar de la víctima, 

o en cualquier otro lugar donde ésta tenga una expectativa razonable de 

intimidad, la pena del delito será de reclusión por un término fijo de quince 

(15) años más la pena de restitución, salvo que la víctima renuncie a ello. 
(Énfasis nuestro.) 33 LPRA sec. 5194. 

2 Ley Núm. 246 de 26 de diciembre de 2014, Ley de Enmiendas Significantes a la 

Ley Núm. 146 de 2012, Código Penal de Puerto Rico. 33 LPRA sec. 5004. 
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Conforme la Regla 7 (B) (5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, este Tribunal puede “prescindir de términos no 

jurisdiccionales, específicos,” escritos, notificaciones o procedimientos 

adicionales, ello “con el propósito de lograr su más justo y eficiente 

despacho…”.3 En consideración a lo anterior, eximimos a la parte 

recurrida de la presentación de su alegato en oposición. 

II 

A 

Como se sabe, el recurso de certiorari es uno de carácter 

discrecional y nuestra decisión en cuanto a su expedición está 

sujeta a la consideración de los siguientes criterios:   

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho. 

 
(B)  Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.    
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.    

 
(D)  Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados o de alegatos más 
elaborados.    

   
(E)   Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.    
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio.    

   
(G)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.    
  

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 40; García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). 

Por tanto, es claro que no expedir un auto de certiorari solo 

constituye el ejercicio de la facultad discrecional que nos confiere 

nuestro ordenamiento jurídico para no intervenir a destiempo con el 

 
3 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7 (B) (5). 
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trámite ante el foro de instancia, más no implica la ausencia de error 

en el dictamen cuya revisión se solicita, ni constituye una 

adjudicación en los méritos.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 98 (2008); Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 

144 DPR 651, 658 n. 2 (1997). 

B 

De otro lado, el Artículo 4 del Código Penal del 2012 dispone 

aquello relacionado al principio de favorabilidad. En éste se instituye 

que la ley penal aplicable es la vigente al momento de la comisión 

de los hechos. Sin embargo, la ley penal puede tener efecto 

retroactivo en lo que favorezca a la persona imputada de delito. Al 

respecto, el Artículo 4(b) del mencionado cuerpo legal detalla que, si 

durante el término en que la persona está cumpliendo la sentencia 

entra en vigor una ley más benigna en cuanto a la pena o al modo 

de ejecutarla, se aplicará retroactivamente. 33 LPRA 5004 (b). En 

estos casos los efectos de la nueva ley o de la decisión judicial 

operarán de pleno derecho.  

Así, la fórmula para determinar la ley más favorable al 

imputado es mediante la comparación de ambos estatutos, la ley 

vigente al momento de cometer el delito con la ley nueva, y aplicar 

aquella que en el caso objeto de consideración arroje un resultado 

más favorable para la persona. Pueblo v. Torres Cruz, 194 DPR 53, 

60-61 (2015).  

III 

Surge del recurso ante nosotros que el peticionario se 

encuentra cumpliendo una sentencia de 15 años impuesta como 

consecuencia de una alegación preacordada, mediante la cual se 

declaró culpable del delito tipificado en el Art. 133 del Código Penal 

de 2012.  Ante la aprobación de las enmiendas al referido Código 

Penal a través de la Ley Núm. 246-2014, el peticionario sostiene que 

procedía la modificación de su sentencia, por virtud de la aplicación 
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del principio de favorabilidad que se encuentra regulado por el Art. 

4 del Código Penal de 2012. No le asiste la razón. 

Si bien la Ley Núm. 246-2014 enmendó varios delitos del 

Código Penal de 2012 con el propósito de reducir sus respectivas 

penas, esta no introdujo cambios mayores al Artículo 133 del Código 

Penal de 2012 que activen el principio de favorabilidad en beneficio 

del peticionario. Su aplicación no proyectaría un resultado más 

favorable en la imposición de su pena.  Nótese que, según se 

desprende del expediente, este fue sentenciado por infracción al 

inciso (f) del referido Artículo, el cual conlleva una pena fija de 15 

años.  Dicha disposición quedó intacta con las enmiendas del 2014. 

Tras examinar detenidamente el expediente, estamos 

convencidos que el TPI actuó conforme a derecho, al denegar la 

solicitud del peticionario. No existen motivos justificados para 

intervenir con el dictamen recurrido, puesto que no está presente 

ninguno de los criterios de la Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40, que así lo amerite.   

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la 

expedición del auto solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


